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Se ha recibido la solicitud de informe de esta Dirección General, sobre la Proposición de Ley 122/0072, para la reforma de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista en el Congreso de los Diputados, y que ha sido objeto de varias propuestas de enmienda.
En relación con la Proposición de Ley 122/00072, publicada en el BOCG del día 3 de marzo de 2017, y examinado el contenido del proyecto de Ley y de las enmiendas propuestas, este Centro Directivo informa lo siguiente:
I.- En general, se valora favorablemente la Proposición de Ley, por cuanto la despatologización de la percepción del sexo de las personas transexuales supone un avance en la protección de la integridad personal de todas ellas, y por tanto de sus derechos fundamentales. Ello es así especialmente en relación con los menores de edad, cuyo interés superior merece una atención muy especial, y para los cuales resulta sin duda muy beneficioso el tránsito a su identidad sentida a una edad temprana, y sin la presencia de unos controles y obstáculos generadores de tensiones en la esfera personal. 

No se considera, por el contrario, que estén suficientemente fundadas las dudas manifestadas por algunos grupos parlamentarios sobre la necesidad de disponer suficientes garantías jurídicas y de asegurar la estabilidad de los datos consignados en el Registro Civil, por cuanto la realidad no muestra la existencia de casos de cambios y retrocesos, y, salvo lo que se apuntará respecto de los extranjeros en España, la adecuada constancia registral del cambio del nombre, y por tanto de los nombres que sucesivamente ha tenido la persona, identificada por un número de DNI que permanece invariable –todo ello sin perjuicio del régimen de publicidad restringida que se aplicará como principio general- eliminan el riesgo del uso fraudulento o desviado de su finalidad que en ocasiones se alega y que en la práctica parece ser inexistente.
II. En relación con el art. 1, se emite una opinión FAVORABLE al mismo. No obstante, se sugiere una posible mejora técnica, para dar mayor claridad a la norma, y especialmente para evitar que se puedan formular dudas sobre la capacidad del menor para prestar su conformidad, cuando se trate de un niño de edad muy reducida. A la vez, con ello se logra una mejor definición de la autonomía del menor en la decisión sobre su sexo, por cuanto a partir de los 6 años sería el menor quien emite propiamente la declaración de voluntad que da lugar a la inscripción del cambio de sexo, aunque deba contar además con el complemento de la intervención de sus padres o tutores. Asimismo, se propone la rectificación aclaratoria del apartado 6, referente sólo a las inscripciones actuales, ya que para las nuevas inscripciones que se practiquen cuando entre en vigor la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, el régimen aplicable será otro, que se regularía en la propuesta de modificación que se hace en la Disposición Adicional.
Artículo 1. Legitimación.

1. Toda persona de nacionalidad española y con capacidad legal suficiente para ello podrá solicitar la rectificación de la mención registral del sexo.

2. Las personas mayores de dieciséis años podrán efectuar la solicitud por sí mismas.

3. Las personas de entre seis y dieciséis años podrán efectuar la solicitud por sí mismas, debiendo además contar con el asentimiento de sus progenitores o del tutor, si ostenta la representación del menor, y de acuerdo con los términos de la sentencia de nombramiento de dicho cargo. Por las personas menores de seis años, la solicitud la podrán realizar sus padres o tutor, debiendo el menor ser oído, mediante una comunicación comprensible para el mismo y adaptada a su edad y grado de madurez.
4. En los supuestos del párrafo tercero, si se produjera el desacuerdo de los progenitores o representantes legales, entre ellos o con el menor, éste podrá efectuar la solicitud a través del Ministerio Fiscal, resolviendo el juez competente en el correspondiente procedimiento de jurisdicción voluntaria, teniendo siempre en cuenta el interés superior del menor.

5. La rectificación del sexo conllevará el cambio del nombre propio de la persona, a efectos de que no resulte discordante con su sexo registral.

6. Asimismo, la persona interesada podrá incluir en la solicitud la petición de traslado total del folio registral, cuando a su inscripción de nacimiento le sea aplicable Ley de 8 de junio de 1957, sobre el Registro Civil.
III. Teniendo en cuenta que el régimen jurídico del Registro Civil cambiará a partir del día el 30 de junio de 2020, en que entrará en vigor la nueva Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, se propone prever también la regulación de estos supuestos en la misma. En la Ley actual, la de 1957, se prevé la simple apertura de una nueva hoja para recoger la inscripción de nacimiento con indicación del sexo y nombre elegidos por la persona, con el fin de preservar la confidencialidad de los datos resultantes de la hoja abierta anteriormente (si bien, al existir una nota de referencia entre las dos hojas, el dato sí estará accesible en supuestos excepcionales). La nueva ley funcionará como un registro electrónico donde en la hoja electrónica personal de cada ciudadano se hacen constar los sucesivos hechos que afectan a una persona, protegiéndose de forma especial en el art. 83 los que, por afectar a su intimidad, se someten a un régimen de publicidad restringida. 
Pues bien, teniendo en cuenta la ilimitada facultad que se concede a la persona de modificación de su nombre, y por tanto de su identidad, parece necesario que los poderes públicos, en la medida en que ello sea necesario para preservar intereses generales superiores, puedan acceder a esa información, como por lo demás podrán en el sistema del nuevo Registro Civil acceder de forma generalizada a todos los datos relativos a la persona que resulten del mismo, bajo el debido régimen de responsabilidad y trazabilidad. No obstante, para reforzar la protección de la intimidad en una materia tan importante como ésta se propone la introducción de una salvaguarda adicional, consistente en que cada acceso deberá ser autorizado por la DGRN. En consecuencia, se considera conveniente la modificación del art. 84 de la citada Ley, añadiéndole un cuarto párrafo en los siguientes términos:
Disposición Adicional: Se modifica el art. 84 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, que queda redactado del modo siguiente:
Artículo 84. Acceso a los asientos que contengan datos especialmente protegidos.

Sólo el inscrito o sus representantes legales podrán acceder o autorizar a terceras personas la publicidad de los asientos que contengan datos especialmente protegidos en los términos que reglamentariamente se establezcan.
Si el inscrito ha fallecido, la autorización para acceder a los datos especialmente protegidos sólo podrá efectuarla el Juez de Primera Instancia del domicilio del solicitante, siempre que justifique interés legítimo y razón fundada para pedirlo.

En el supuesto del párrafo anterior, se presume que ostenta interés legítimo el cónyuge del fallecido, pareja de hecho, ascendientes y descendientes hasta el segundo grado.
En los supuestos de cambio de sexo y otros en que los intereses generales puedan verse afectados por la reserva impuesta en el artículo anterior, podrán tener acceso a la información relativa al mismo los jueces y autoridades públicas que justifiquen motivadamente la necesidad de dicho acceso para la tutela de intereses legítimos de terceros o de los intereses generales. La autorización para el acceso a dicha información será concedida por la Dirección General de los Registros y del Notariado.
IV.- En cuanto a la modificación de nombre y sexo en la documentación española de los ciudadanos extranjeros, ha de indicarse que no corresponde a este Centro pronunciarse sobre la modificación de datos, ya que los mismos se sitúan fuera del ámbito del Registro Civil. La norma puede plantear algunos problemas desde el punto de vista del derecho internacional (debido a la falta de competencia del Estado español para adoptar medidas sobre el estado civil de ciudadanos de otros estados), y de la seguridad (en la medida en que la expedición de los permisos de residencia es competencia del Ministerio de Interior, y hay que introducir las debidas garantías o controles para evitar los riesgos que podrían derivarse de la creación de una identidad aparente, que duplique la propia del sujeto, sin el fundamento del registro civil del país de la nacionalidad de la persona, y por tanto sin control ni transparencia en el ámbito internacional). Por este motivo, se considera imprescindible que la inclusión del art. 8 en la Ley quede sujeta a la información de los departamentos ministeriales con competencia en las citadas áreas, internacional y de seguridad.
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El Director General,

Pedro José Garrido Chamorro.
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